
Santiago, veinticuatro  de septiembre de dos mil veinte.

Vistos  y teniendo presente :

Primero:  Que se ha interpuesto recurso de protecci n en favor deó  

do a  ñ Marlene  Beatriz  Rapim n  Si lvaá ,  en  contra  de  la  Junta 

Nacional  de  Auxil io  Escolar  y  Becas ,  por  haber  dictado  la 

Resoluci n  Exenta N 78ó º  del 14 de enero de 2020 que aplic  la medidaó  

disciplinaria de suspensi n del empleo por tres meses con goce del 50% deó  

su remuneraci n mensual y accesoriamente, una anotaci n en el factor deó ó  

rendimiento,  subfactor  conocimiento,  una  anotaci n  de  dem rito  de  6ó é  

puntos y en contra de la  Resoluci n  Exenta  N  673ó °  de fecha 25 de 

febrero  del  a o  2020,  que rechaza recurso de  apelaci n  en subsidio  enñ ó  

sumario administrativo, y en consecuencia afina el procedimiento.  

Explica que do a Marlene Rapiman, ingres  al servicio en calidad deñ ó  

honorarios  el  4  de  febrero  del  a o  2013  realizando  funcionesñ  

correspondientes a la unidad de Recursos, Unidad de Personas y Unidad 

Jur dica. Fue contratada en calidad de contrata en enero del a o 2015 yí ñ  

sigui  desempe ando  las  mismas  funciones,  pr cticamente  sin  apoyo.ó ñ á  

Durante  el  a o  2017,  sigui  ejerciendo  sin  apoyo  alguno  las  funcionesñ ó  

atribuibles a compras, licitaciones, administraci n y finanzas, sin que se leó  

haya designado por acto formal alguno como Encargada de la Unidad de 

Recursos,  sin  perjuicio  de  ejercer  en  la  pr ctica  dicha  funci n,  lo  queá ó  

impidi  en  su  caso  establecer  de  forma  adecuada  las  responsabilidadesó  

administrativas en directa concordancia de la funci n realizada pues nuncaó  

se delimitaron correctamente dichas funciones.

Es as  que por medio de la resoluci n exenta N  137, de 31 de mayoí ó °  

de 2018, de la Direcci n Regional de Los R os de la Junta Nacional deó í  

Auxilio Escolar y Becas  JUNAEB-, se orden  instruir una investigaci n– ó ó  

sumaria  con  el  objeto  de  determinar  las  eventuales  responsabilidades 

administrativas  derivadas  del  hecho  de  haberse  transferido  dos  veces  la 

primera  cuota  o  convenios  del  Programa  Escuelas  Saludables  para  el 

Aprendizaje-  ESPA- de  la  anualidad  2017,  y  que  fueron suscritos  entre 

JUNAEB de la regi n de Los R os y los municipios de Lanco, Lago Rancoó í  

y R o Bueno.í

LH
X

JG
Y

S
X

LQ



Cargo:  1.-“  No  orientar  el  desarrollo  de  sus  funciones  al  

cumplimiento de los objetivos de la instituci n y a la mejor prestaci n de losó ó  

servicios a que ste corresponde. Descrito en el  Articulo 61 letra B,  delé  

Estatuto Administrativo. Lo anterior se desprende de al  no velar  por el  

debido control del proceso de pago de cuotas, respecto de los convenios  

ESPA,  para  las  comunas  de  R o  Bueno;  Lanco;  Lago  Ranco,  para  elí  

periodo 2017.  Reconoci ndose que no exist a hasta la ocurrencia de losé í  

hechos, un mecanismo adecuado de control del proceso, lo que se ajusta a  

rol  que corresponde a calidad de encargada de la Unidad de Recursos,  

seg n consta en Resoluci n N  331 de fecha 1 de mayo de 2016, rolante aú ó °  

fojas  272  y  273,  revisti ndose  de  responsabilidad  administrativa  para  laé  

correcta ejecuci n y seguimiento de los pagos efectuados por la Instituci nó ó  

JUNAEB  Los  R os,  entre  otras  materias  asociadas  a  la  funci ní ó  

encomendada. .”

Refiere que con fecha 14 de enero del a o 2020, se dicta resoluci nñ ó  

N  78 de  don Jaime Toh  Lavanderos,  Secretario  General  de  la  Junta° á  

Nacional de Auxilio Escolar y Becas, en la que aprueba parcialmente vista 

fiscal de fojas 485 de autos, en el sentido de que se rechaza la aplicaci n deó  

la sanci n de destituci n propuesta respecto a do a Marlene Rapiman Silvaó ó ñ  

y do a Luz Macarena Rebolledo Vargas, aprob ndose adem s la absoluci nñ á á ó  

de  do a  Ana  Cofr .  Ordenando  aplicar  a  do a  Marlene  Rapiman  lañ é ñ  

sanci n de suspensi n del empleo por 3 meses con goce del 50% de suó ó  

remuneraci n  mensual,  con  la  correspondiente  anotaci n  de  dem rito,ó ó é  

notificado el 29.01.2020 por Resoluci n N 9.ó °

De aquella  decisi n,  la  se ora  Rapiman  repuso  con  apelaci n  enó ñ ó  

subsidio, sin embargo, su arbitrio fue rechazado mediante la resoluci n Nó º 

673 de 25 de febrero pasado, notificado el 02 de marzo de 2020.

Cuestiona que una vez notificado de la resoluci n N 78 solicit  copiaó ° ó  

del sumario pero falt  copia del tomo IV, el cual solo se le entreg  el ltimoó ó ú  

d a  del  plazo  para  recurrir  en  su  contra,  lo  que  le  impidi  defenderseí ó  

adecuadamente.

Adem s, ese mismo hecho constituye una vulneraci n al principio deá ó  

contradictoriedad que  se encuentra consagrado en el art culo 10 de la Leyí  
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19.880 que dispone “Los interesados podr n, en cualquier  momento delá  

procedimiento, aducir alegaciones y aportar documentos u otros elementos  

de juicio. . Considera que aquello implica una vulneraci n del derecho aun” ó  

racional y justo procedimiento contenido en el art culo 19 N 3 de la Cartaí °  

Fundamental,  toda vez que no se ha garantizado el amplio acceso a los 

antecedentes en que se sustenta el procedimiento disciplinario, lo que quita 

racionalidad y justicia al procedimiento 

Luego, en cuanto a la coherencia entre los cargos formulados y el 

acto administrativo de t rmino del procedimiento sancionador, asegura queé  

en la resoluci n N 673, se incorpora como norma infringida la contenida enó °  

el art culo 3 inc. 2, en relaci n al art culo 62 N 8 de la ley 18.575, lo queí ó í °  

no se inclu a en el cargo formulado, por lo que se perturb  su derecho aí ó  

conocer desde un principio aquellas normas cuya infracci n se acusa, lo queó  

constituye una grave infracci n  al  principio de congruencia afectando eló  

derecho de igualdad ante la ley. 

En subsidio, para el caso de considerar que las ilegalidades acusadas 

precedentemente,  no  constituyen  vicios  que  ameriten  dejar  sin  efecto  la 

medida  disciplinaria,  solicita  una  de  menor  entidad,  en  virtud  de  la 

infracci n  al  principio  de  proporcionalidad,  ya  que  para  determinar  laó  

medida  disciplinaria  no  tom  en  cuenta  las  circunstancias  atenuantesó  

alegadas.  Solo  se  habr an  considerado  los  criterios  de  ausencia  deí  

intencionalidad  positiva  y  la  ausencia  de  un  perjuicio  fiscal,  pero  no se 

consider  su antig edad, excelentes calificaciones, inexistencia de beneficioó ü  

econ mico, reparaci n del mal causado,  y la imposibilidad de supervisar suó ó  

propia  gesti n,  derivada  de  3  factores:  ausencia  de  delimitaci n  deó ó  

funciones, ausencia de asignaci n formal en el cargo y falta de personal,ó  

infringiendo  con  ello  el  inciso  segundo  del  art culo  121  de  Estatutoí  

Administrativo.

Finaliza solicitando se deje sin efecto dicha resoluci n, y por ende, laó  

medida disciplinaria de suspensi n del empleo, o en su defecto, se ordene laó  

aplicaci n de una medida disciplinaria menos gravosa y proporcional, comoó  

la censura. 
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Segundo:  Que la recurrida evacu  informe solicitando el rechazoó  

del recurso, ya que los supuestos vicios alegados por la parte recurrente, no 

refieren ni precisan de qu  manera los procesos y la decisi n terminal delé ó  

mismo incumplen, en lo tocante a las garant as constitucionales y de quí é 

manera  las  eventuales  faltas,  implican  un  supuesto  reproche  de 

arbitrariedad. Adem s, el art culo 160 de la Ley N 18.834 sobre Estatutoá í °  

Administrativo,  establece  un  procedimiento  especial  de  reclamaci nó  

aplicable al efecto, por lo que el recurso de protecci n resulta no ser la v aó í  

id nea  para  impugnar  las  resoluciones,  cuya  impugnaci n  por  esta  v aó ó í  

resulta, adem s, extempor nea. Tiene 10 d as h biles para reclamar ante laá á í á  

Contralor a General de la Rep blica.í ú

En cuanto al fondo, asegura que JUNAEB se apeg  estrictamente aló  

marco  legal  establecido  en  el  D.F.L.  N.  29  de  2005 del  Ministerio  deº  

Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley 

N.  18.834, sobre Estatuto Administrativo, a lo dispuesto en la ley 15.720 deº  

1964  de  JUNAEB y su  Reglamento,  el  Decreto  Supremo N  5311 del°  

Ministerio de Educaci n de 1968; a lo dispuesto en el Decreto Ley N 180ó °  

de 1973 que reorganiza JUNAEB, a lo dispuesto en los art culos 28 y 29 deí  

la  ley  18.575  Org nica  Constitucional  de  Bases  Generales  de  laá  

Administraci n  del  Estado  y  en  particular  a  la  jurisprudencia  judicialó  

administrativa  que  regula  la  necesidad  de  tramitar  conforme  al  debido 

proceso dicho procedimiento y establece la obligaci n de fundar la sanci nó ó  

disciplinaria a trav s de un proceso y acto que explicite fundadamente lasé  

razones de dicha decisi n.ó

Concretamente, se ala que producto de una supervisi n se constat  yñ ó ó  

acredit  fehacientemente, un doble pago, en el mes de marzo de 2017, de laó  

primera cuota del convenio Programa ESPA, suscrito por JUNAEB con las 

municipalidades de las comunas de Lanco, Lago Ranco y Rio Bueno. Por 

ello, la fiscal a formul  cargos en contra de do a Marlene Rapim n Silva, aí ó ñ á  

fojas 316, en contra de do a Luz Macarena Rebolledo Vargas, y a fojas 319ñ  

en contra de do a Ana Cofre Caro, fund ndose en la infracci n del art culoñ á ó í  

61 letra b) de la ley N  18.834, sobre Estatuto Administrativo, al no orientar°  

el  desarrollo  de  sus  funciones  al  cumplimiento  de  los  objetivos  de  la 
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instituci n y a la mejor prestaci n de los servicios, e incumplimiento de losó ó  

principios  de  eficiencia,  control  y  coordinaci n  de  la  administraci n  deló ó  

Estado,  del  art culo  3  inciso  segundo,  en  relaci n  con  el  art culo  62,í ° ó í  

numeral  8,  ambos  de  la  ley  N  18.575,  de  las  Bases  Generales  de  la°  

Administraci n del Estado.ó

Luego se incorporaron los descargos y documentos de las inculpadas, 

con cuyo m rito la fiscal a propuso la pena de destituci n de conformidad aé í ó  

lo  establecido  en  el  art culo  125  de  la  ley  N  18.834  sobre  Estatutoí °  

Administrativo y al criterio contenido en el dictamen N  23.880 de 2017 de°  

la  Contralor a  General  de  la  Rep blica,  que  aprob  una  medida  deí ú ó  

destituci n, por una negligencia grave de un servidor, se alando para ello,ó ñ  

que  corresponde  al  sancionador  determinar  la  gravedad  de  la  falta,  de 

acuerdo con el m rito del expediente del sumario.é

Por tratarse de una pena expulsiva, que es una materia reservada al 

Jefe  Superior  del  Servicio,  se  enviaron  los  antecedentes  al  Secretario 

General de JUNAEB quien no advirti  una intencionalidad positiva en laó  

acci n infraccional ni perjuicio fiscal  ya que se hab a podido corregir eló í  

pago duplicado, sin embargo, de todas maneras se logr  acreditar un actuaró  

gravemente negligente contrario al est ndar medio requerido a un servidorá  

p blico, concretamente, respecto de do a Marlene Rapim n Silva, por noú ñ á  

haber  verificado  por  los  sistemas  propios  de  su  unidad,  que  se  estaba 

pagando dos veces el mismo compromiso, por lo que finalmente se decidió 

rebajar la sanci n propuesta a la inmediatamente inferior del art culo 121ó í  

de la ley 18.834, es decir la suspensi n de labores por tres meses, con goceó  

solo del 50% de su remuneraci n mensual, y anotaciones accesorias, elloó  

conforme  al  dictamen  N  18.372  de  2014,  de  la  Entidad  de  Control,°  

considerando que aquella resultaba una pena m s proporcional, razonable yá  

justa.

En  cuanto  a  sus  alegaciones,  refiere  que  las  copias  de  expediente 

fueron  entregadas  un  d a  despu s  de  su  solicitud  sin  mediar  recepci ní é ó  

conforme u observaci n a la integridad de este, hasta el d a 3 de febrero deó í  

2020.
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En cuanto a la alegaci n relacionada con la proporcionalidad, refiereó  

que  la  sanci n  se  impuso  precisamente  en  vista  de  este  principio,ó  

considerando que la infracci n s  fue acreditada.ó í

Agrega que el principio del debido proceso en materia disciplinaria 

fue  latamente  respetado,  en  el  proceso  consultado,  ya  que  se  tomó 

declaraci n a las funcionarias, se les dio oportunidades de defensa, se lesó  

entreg  copias del expediente, se le concedi  oportunidad de apertura deó ó  

termino probatorio de conformidad al art culo 138 de la ley 18.834, se lesí  

notific  de conformidad a la ley, de las resoluciones que les afectaren, asó í 

como se les ha permiti  comparecer con asistencia letrada.ó

Hace  presente,  adem s,  que,  las  sanciones  de  suspensi n  fueroná ó  

revisadas pormenorizadamente por el Ente Contralor en forma previa a la 

realizaci n del recurso de protecci n, a trav s de un acabado examen deó ó é  

legalidad  al  proceso,  como  resultado  de  un  reclamo  administrativo  del 

art culo 160 de la ley 18.834 sobre Estatuto Administrativo, interpuesto porí  

otra  de  las  funcionarias  inculpadas,  do a  Luz  Macarena  Rebolledo.  Asñ í 

entonces, el mencionado Ente de Control, estim  conforme a derecho laó  

tramitaci n  del  proceso disciplinario,  adem s  de expresar  la  ausencia deó á  

vicios  en  la  tramitaci n  de  este,  en  particular  en  lo  concerniente  a  laó  

existencia de infracciones funcionarias y a la calificaci n de estas. ó

Por ello concluye que ajust ndose a derecho, el proceso culmin  coná ó  

las  sanciones ya referidas,  que incluyeron el  criterio de proporcionalidad 

expresado en sus referidos actos de forma debidamente fundada y por los 

mismos motivos la decisi n de rechazar su recurso de apelaci n tambi n fueó ó é  

ajustada a derecho, por tanto, en el caso sub-lite, no hay infracci n alguna aó  

las garant as de la Constituci n que ha invocado la recurrente y solicita elí ó  

rechazo del recurso.

Tercero : Que, el recurso de protecci n de garant as constitucionales,ó í  

consagrado en el  art culo  20 de la  Constituci n  Pol tica  de la  Rep blica,í ó í ú  

constituye  una  acci n  cautelar  o  de  emergencia,  destinada  a  amparar  eló  

leg timo ejercicio de las garant as y derechos preexistentes, que en esa mismaí í  

disposici n se enuncian, mediante la adopci n de medidas de resguardo queó ó  

se deben tomar ante un acto u omisi n arbitrario o ilegal que impida, amagueó  
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o moleste  ese  ejercicio.  Luego,  es  requisito  indispensable  de  la  acci n  deó  

protecci n la existencia, por un lado, de un acto u omisi n ilegal -esto es,ó ó  

contrario a la ley- o arbitrario -producto del mero capricho o voluntad de 

quien incurre en l- y que provoque algunas de las situaciones que se hané  

indicado. 

Cuarto:  Que, el acto que el recurrente califica de ilegal y arbitrario 

est  constituido por la  á Resoluci n  Exenta  N 78ó º ,  de 14 de enero de 

2020,  que le aplic  la medida disciplinaria de suspensi n del empleo poró ó  

tres meses con goce del 50% de su remuneraci n mensual y accesoriamente,ó  

una anotaci n  en el  factor  de rendimiento,  subfactor  conocimiento,  unaó  

anotaci n de dem rito de 6 puntos,  y de la  ó é Resoluci n  Exenta  Nó ° 

673, de fecha 25 de febrero del a o 2020, que rechaz  su  recurso deñ ó  

apelaci n subsidiario, en el sumario administrativo.  ó

Quinto:  Que,  la  ilegalidad  y  la  arbitrariedad  pertenecen  al“ ” “ ”  

g nero com n de las acciones antijur dicas, pero la primera resulta de unaé ú í  

violaci n de los elementos reglados de las potestades jur dicas conferidas aó í  

un sujeto p blico o reconocida a un sujeto natural; y la segunda, importaú  

una vulneraci n del uso razonable con que los elementos discrecionales deó  

un poder jur dico han de ser ejercidos.í

Com nmente se estima que lo ilegal representa una contravenci n formalú ó  

al texto legal y lo arbitrario una ausencia de fundamento racional, o sea una 

manifestaci n del simple capricho del agente. ó

Sexto: Que, en dicho contexto, cabe tener presente las facultades legales 

dispuestas  a  favor  de  los  rganos  llamados  a  investigar  y  analizar  eló  

desempe o del personal adscrito a una determinada instituci n. En tal sentido,ñ ó  

es necesario recordar que la Administraci n P blica cuenta con un r gimenó ú é  

jur dico que regula las actuaciones de su personal y que en la medida queí  

ellas sean observadas como irregulares, deben seguirse los procedimientos y 

aplicar las sanciones que el mismo estatuto legal que las rige contempla.

En la especie, al constatarse la existencia de una irregularidad en el doble 

pago en convenios  del  Programa Escuelas  Saludables,  se inici  el  sumarioó  

administrativo correspondiente ajust ndose a los procedimientos previstos porá  
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dicha  normativa,  por  lo  que  sus  resoluciones  y  decisiones  no  pueden  ser 

tenidas como ilegales. 

En el  caso de autos,  la materia se rige por la Ley N  18.834, sobre°  

Estatuto  Administrativo,  la  Ley  N 15.720  de  1964   de  JUNAEB  y  su°  

Reglamento, esto es el Decreto Supremo N 5311 del Ministerio de Educaci n° ó  

de 1968, al Decreto Ley N 180 de 1973 que reorganice la JUNAEB, y a los°  

art culos  28  y  29  de  la  Ley  N 18575,  Org nica  Constitucional  de  Basesí ° á  

Generales de la Administraci n del Estado. ó

S ptimoé :  Que,  analizados  los  antecedentes  allegados  al  recurso  de 

protecci n a la luz de la normativa aplicable al efecto, es posible concluir queó  

la decisi n que se reprocha se ha hecho con estricto apego a la legalidadó  

vigente, dentro del mbito de su competencia y respetando las formalidadesá  

procedimentales establecidas para tales efectos. 

Tampoco puede estimarse como arbitraria la decisi n impugnada, todaó  

vez que la recurrida,  como ya se dijo,  en uso de sus facultades  legales, 

resolvi  aplicar la medida disciplinaria dispuesta, ante la existencia de unó  

hecho grave,  no en forma antojadiza o caprichosa,  sino que tuvo como 

fundamento aquellos que sustentaron  la decisi n  recurrida de apelaci n.ó ó

Octavo:  Que,  en consecuencia,  ninguna ilegalidad  ni  arbitrariedad 

pueden  imputarse  a  la  autoridad  y,  antes  al  contrario,  la  recurrida  ha 

obrado de acuerdo al ordenamiento jur dico que lo gobierna y sobre la baseí  

de criterios t cnicos de car cter objetivos, que import  adoptar la decisi né á ó ó  

cuestionada, en tanto los argumentos que la sustentan satisfacen el deber de 

motivaci n del acto.ó

Noveno: Que, en atenci n a lo hasta aqu  razonado y, por haberseó í  

constatado en el presente caso la inexistencia del elemento esencial para la 

procedencia de un recurso de protecci n, esto es, un acto o una omisi nó ó  

ilegal o arbitraria, resulta innecesario analizar la presunta violaci n de lasó  

garant as constitucionales denunciadas.í
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Por estas consideraciones y lo dispuesto en los art culos 19 y 20 de laí  

Constituci n Pol tica de la Rep blica y Auto Acordado de la Excma. Corteó í ú  

Suprema sobre Tramitaci n del  Recurso de Protecci n,  ó ó se  rechaza,  s in 

costas ,  el recurso de protecci n deducido en favor de do a Marlene Beatr zó ñ í  

Rapiman Silva, en contra de la JUNAEB.

Reg strese,  comun quese y arch vese en su oportunidad.í í í

Redact  la Ministra se ora Mar a Soledad Melo Labra.ó ñ í

Protecc i n N  29301-2020.ó °

   

Pronunciada por Segunda Sala de la Iltma. Corte de Apelaciones de 

Santiago,  presidida  por  el  Ministro  se or  Omar  Astudillo  Contreras  eñ  

integrada  por  la  Ministra  se ora  Mar a  Soledad  Melo  Labra  y  por  lañ í  

Ministra se ora Maritza Villadangos Frankovich.ñ
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Pronunciado por la Segunda Sala de la C.A. de Santiago integrada por los Ministros (as) Omar Antonio Astudillo C.,

Maria Soledad Melo L., Maritza Elena Villadangos F. Santiago, veinticuatro de septiembre de dos mil veinte.

En Santiago, a veinticuatro de septiembre de dos mil veinte, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución

precedente.
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